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			Introducción



			EL MENSAJE DEL 2 DE JUNIO



			Que una mujer llegue a la presidencia de México es un hecho sin precedentes. Es un acontecimiento que, por sí mismo, cambia la trayectoria tradicional de los patrones de reclutamiento político y abre nuevas expectativas de que algunos modelos establecidos podrían cambiar. 



			El triunfo de Claudia Sheinbaum fue apabullante. Con una participación ciudadana del 61%, consiguió, en números redondos, 36 millones de votos. Xóchitl Gálvez, la candidata de la oposición, cosechó 16 millones y medio; y en un distante tercer lugar, con 6.2 millones, se ubicó Jorge Álvarez Máynez, lo cual significa que, aun cuando Movimiento Ciudadano hubiese cerrado filas con la oposición y evitado jugar el papel de tercero en discordia, o desde el punto de vista de algunos, de “esquirol”, Sheinbaum hubiese podido ganar cómodamente en la votación. Por diseño electoral y por un matrimonio ya muy consolidado decidió presentarse también con las siglas del Verde Ecologista (el viejo aliado de Peña Nieto) y por el PT (partido fundado por Raúl Salinas para dividir el voto de la izquierda), pero también pudo haberse presentado sola y ganar de todas maneras. Morena obtuvo, en números redondos, 28 millones de votos, el PT 3.8 millones y el Verde Ecologista 4.6 millones. Sheinbaum ganó en todas las entidades federativas, salvo en Aguascalientes y en el caso de Tabasco ganó con el 80% de los votos.



			Consiguió, en suma, la votación más abultada que se haya registrado en el México democrático. Según las cifras de las encuestas de salida, publicadas en el diario El Financiero por Alejandro Moreno (4 de junio de 2024), la ganadora fue particularmente bien aceptada en los sectores populares, pero también en los sectores medios. En el segmento de la población que tiene estudios primarios ganó con el 74%; entre los que tienen estudios de secundaria y preparatoria ganó con un 66% en el primer caso, y un 61%, en el segundo; aunque en universitarios también ganó con el 48%, Gálvez le disputó el 41% y es el único segmento donde no fue mayoritaria. Cuando se tiene un triunfo de esas dimensiones y se gana en todas las regiones y en todos los estratos sociales, no hace falta elaborar demasiado para explicar la victoria. Los alegatos de fraude de sectores de la oposición o las anomalías que pudieron acreditarse en la jornada electoral no explican una cifra de esas dimensiones. Que el terreno estuvo disparejo por el apoyo gubernamental y las reiteradas intervenciones del presidente, contraviniendo la Constitución, es atendible como argumento, pero en ningún caso puede acreditarse como un elemento que invalide la victoria. Seis de cada diez mexicanos decidieron apoyar la continuidad de Morena y es interesante estudiar cuáles son los fundamentos de esa hegemonía. Nosotros no haremos sociología electoral ni semiótica de las campañas. En las siguientes páginas nos ocuparemos de ver la situación que guarda el país, más allá de emociones políticas y afinidades electivas una vez resuelto el proceso electoral. Claudia Sheinbaum recibe un voto mayoritario y un país en condiciones determinadas, por lo que será su responsabilidad conducirlo armónicamente y cumplir con la oferta electoral que recibió el respaldo popular.



			El apabullante triunfo le permitió también contar con una cómoda bancada en la Cámara de Diputados y también en la de Senadores, reforzada por la sobrerrepresentación que el INE y el Tribunal decidieron conceder al interpretar que el premio se otorga a los partidos en lo individual y no a la coalición. No se habían apagado las luces del Tribunal después de haber decidido esto, cuando los diputados del Verde y del PT transferían a sus compañeros para permitir a Morena el control de la Jucopo. Una farsa en toda la línea. En la cámara baja puede llegar a contar con 372 diputados, sumando todos los asientos de la coalición. Tan solo Morena roza la mayoría absoluta con 247 asientos complementados con los 75 del Verde y los 50 del PT. En la cámara alta podría tener 83 senadores, de los cuales 60 serían de Morena. Con el agregado de Yunes, un senador panista que decidió chaquetear y votar con la bancada mayoritaria.



			La combinación de la presidencial y las legislativas le permite a Claudia Sheinbaum reescribir la Constitución en el sentido que considere adecuado. Salvo los limitantes derivados de las convenciones que ha firmado México y los tratados comerciales que nos vinculan con el exterior, en principio podría redefinir el régimen político, la forma de organización territorial y el pacto constitutivo de la nación en los próximos meses. Salvo esos límites y los que se derivan del funcionamiento de la economía y las tradiciones políticas, profundamente arraigadas, como el republicanismo y la no reelección del presidente, en principio podría introducir (si quisiera) cláusulas centralistas que minaran aún más el, de por sí, destartalado pacto federal o proponer una nueva arquitectura que lo fortaleciera. Ha anunciado ya que mantendrá el mando de la Guardia Nacional en la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena) y tendrá las condiciones para plasmarlo en la Constitución. De esta forma, podrá cerrar una larga querella que la propia izquierda abrió desde que se discutía la Ley de Seguridad Interior en décadas pasadas. Ironías de la vida.



			Puede también redefinir el Poder Judicial. Si se apega a la reforma propuesta por AMLO, puede provocar un terremoto institucional. El tema más polémico es introducir el principio de elección mayoritaria para jueces, magistrados y ministros, y hacerlo en una exhibición, abriendo el nivel de incertidumbre más elevado que el país ha tenido en el siglo. Se estarían replanteando los fundamentos de uno de los poderes del Estado para introducir la votación popular como método de reclutamiento, procedimiento que ninguna democracia sigue en todos los órdenes y que, por tanto, tiene un potencial incierto, por decir lo menos. La reforma judicial implicaría el cese de funciones de buena parte de los jueces, magistrados y ministros que, sin embargo, permanecerían en sus funciones hasta que queden integrados con el nuevo procedimiento, abriendo así un humillante lapso para quienes ganaron su plaza por oposición de permanecer en el cargo hasta que llegue alguien a sustituirlo, con la consecuente desatención a los expedientes que tiene un “condenado a muerte”, dicho esto en el sentido figurado. La reforma plantea también la sustitución del Consejo de la Judicatura por un Tribunal disciplinario y un recorte del número de ministros, así como una reducción de su periodo en el encargo de 15 a 12 años. Elimina también las dos salas, de manera que la Corte sesionará en pleno y todas sus sesiones deberán ser públicas. Plantea también nuevas reglas procesales, entre otras, prohibir el otorgamiento de suspensiones contra leyes con efectos generales en amparos, controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad, es decir, que al Ejecutivo no lo detenga nada ni nadie.



			Desde varios palcos del observatorio nacional ha surgido la pregunta: ¿qué puede significar y cuál será el alcance del liderazgo político de una mujer? Se han buscado paralelos y elementos inspiradores en América Latina y otros continentes. Argentina, Perú, Chile, Panamá, Costa Rica y Honduras han tenido mujeres en la primera magistratura. Brasil es el caso más afín. Las similitudes con el caso brasileño tienen un alcance limitado, pero son sugerentes. Un líder patriarcal (Lula da Silva), muy arraigado en el ánimo popular, que viene de una lucha larga y ha logrado establecer un vínculo popular muy fuerte y una sucesora que no hereda los atributos de su predecesor, pero tiene la legitimidad de las urnas. Dilma Rousseff fue una presidenta débil y acosada por los medios y la clase política, que nunca logró separar su propia imagen de la figura tutelar de Lula, quien finalmente ha regresado al poder derrotando a Bolsonaro y a partir de ahí intenta ampliar un periodo más en el poder. En México, la reelección sigue siendo una institución política intangible y se debe reconocer que, a pesar de los incentivos que pudo haber tenido a lo largo de su sexenio, López Obrador no ha optado (hasta ahora) por reelegirse. Es sintomático que una de las primeras reformas que ha propuesto Claudia Sheinbaum sea la de proscribir la reelección inmediata para diputados y alcaldes y, con ello, renovar sus votos maderistas que alejan, por lo menos en las formas, la posibilidad de un retorno del caudillo como ha ocurrido en el caso brasileño.



			El periodo sexenal de Claudia Sheinbaum abre, además, con una enorme fuerza en el Poder Legislativo, con lo cual no tiene ningún incentivo para corromper diputados o tratar de hacer maniobras políticas indecorosas, como lo hizo Dilma. Y si lo hace se proyectará una sombra de inmoralidad política mayúscula. Tiene, por primera vez en la historia reciente de México, la posibilidad de hacer bien las cosas sin necesidad de componendas, sobornos o negociaciones políticas heterodoxas. Esta es una gran ventaja respecto a la brasileña, que tuvo que hacer malabares para asegurarse lealtades y poder gobernar. Claudia Sheinbaum tendrá también un enorme control territorial, pues Morena le ganó Yucatán al PAN y refrendó su poder en Chiapas, Tabasco, Ciudad de México, Morelos, Veracruz y, si no se generan desencuentros en su coalición, será una presidenta con una enorme capacidad para conseguir la cooperación de las y los gobernadores. Claudia Sheinbaum puede hacer política limpia y de altura sin tener que recurrir a los viejos mecanismos del chantaje o del mercadeo, al que tan afecto resultó su predecesor, quien se dedicó a ofrecer cargos y honores a los priistas, así como a algunos panistas y naranjas. AMLO hizo un trabajo de zapa con las oposiciones, confrontándolas, corrompiéndolas y presionándolas, como hizo también con una desmovilización asimétrica de la sociedad civil, a la que persiguió y estigmatizó por todas las vías a su alcance para que su movimiento se fuese consolidando como el más importante, en términos numéricos y políticos. Una maniobra que Maquiavelo hubiese admirado, pues con esas artes de la negociación política y la compra o conversión de liderazgos logró edificar la maquinaria que llevó a Sheinbaum al poder. El nuevo régimen puede ser más de lo mismo que este país tuvo en la etapa predemocrática, pero existen condiciones irrepetibles para escribir algo nuevo.



			Es de esperarse que las mujeres tengan, con menos frecuencia que los hombres, el famoso complejo del Mesías, es decir, la idea de salvar al país o a la humanidad completa, pero como receptora de 36 millones de votos, Claudia Sheinbaum puede cambiar el régimen constitucional y refundar sobre nuevas bases el pacto social. Como jefa de Gobierno, fue más bien discreta, a diferencia de Rosario Robles, que también gobernó la capital y que tuvo posturas políticas muy comentadas, como dejar plantado al entonces presidente Ernesto Zedillo. Durante el periodo 2018-2023, Sheinbaum fue una jefa de Gobierno funcional y no le puso ni límites ni obstáculos a un Gobierno federal expansivo que ocupaba todas las mañanas, desde Palacio Nacional, la agenda pública y que en varias ocasiones la convocó a la misma, como si fuese su subordinada.



			La mayoría calificada en el Congreso incluye hoy a quienes, en el sexenio anterior, gobernaron y legislaron a nombre de otros partidos. Muchos fueron electos por siglas opositoras y en el camino se convirtieron en fieles seguidores de la 4T. La fuerza política mayoritaria ha conseguido combinar tres elementos. El primero, solamente ha demostrado una enorme eficacia para establecer un acercamiento identitario con la gente y cambiar su estado de ánimo. Sin logros acreditables en muchos ámbitos de la acción gubernamental, la 4T consigue capturar una mezcla de empoderamiento, orgullo y esperanza muy potente. Este es, a nuestro juicio, el elemento principal de su éxito electoral. El segundo son las transferencias en efectivo, que no hacen más que acrecentar la fe en el proyecto político hegemónico. Y el tercero, la práctica del transfuguismo a escalas nunca vistas. Hoy, el movimiento oficialista es la escalera viable, o quizá la más sencilla de todas, para los ambiciosos que quieran hacer política y tener cargos en la administración pública. No se debe olvidar que seguimos siendo un país en el que la función pública es parte del botín de los ganadores. La presidenta tiene muchos incentivos para alinear ambiciones designando a su gabinete, subsecretarías, jefaturas de unidad, embajadas y consulados; honores y concesiones.



			Una mujer está llamada a escribir páginas importantes en la historia del país, si logra desarrollar un nuevo pacto social y un sistema administrativo que funcione y desate los nudos que impiden a México dar el gran salto. En El presidente demostramos que López Obrador fue un gigante político, pero un enano administrativo (Curzio y Gutiérrez, 2020). No pudo terminar sus obras emblemáticas y la mayor parte de los servicios públicos ofrecen resultados pavorosos, aunque la propaganda insista en minimizar el deterioro de sistemas vitales, como el educativo y el de salud. La economía creció de forma inercial, solo 5% en todo el sexenio. La voluntad política y el estado de ánimo que genera en la población es un instrumento muy útil para cambiar, pero un gobierno sin capacidades es como un profeta desarmado o armado, en este caso, con un bastón que le sirve para exhibirlo y perseguir a opositores, pero no para reparar autopistas, aumentar la producción de Pemex, evitar apagones o garantizar que su “súper farmacia” no sea una botarga.



			Sheinbaum viene de un movimiento patriarcal y personalista; muy anclado en una cultura del caudillismo y el culto al caudillo; un movimiento en el que, más que tesis programáticas, sus bases corean, extáticas, frases hechas del tipo: “Es un honor estar con Obrador”.



			Para alguien que viene de las aulas y los laboratorios de la universidad, esas prácticas del líder plebiscitario resultan, por lo menos, contrastantes. Como se ha acreditado en su trayectoria como alcaldesa de Tlalpan y después jefa de Gobierno de la capital, ella no es nativa de esa forma de hacer política, pero no hay duda de que, montada en ese aparato de partido personal, próximamente dirigido por uno de los hijos del “amado líder” y con la bendición del patriarca, ha llegado al pináculo del poder. 



			Es también importante recordar que en un país con una larga tradición de reservas para quien dedica su vida a la ciencia, ella llega con sus credenciales académicas como su principal elemento legitimador. No pertenece, pues, al universo paralelo que ha desarrollado el presidente con tanta soltura y eficacia, ya que habla de los sistemas daneses y “los otros datos” con aplomo y con la embriaguez del aplauso de las mayorías que prestan un oído cómplice a la narrativa presidencial y que han demostrado que lo último que les interesa son las comprobaciones; los estudios concluyentes de organizaciones independientes les resultan menos atractivos que las dulces palabras del líder inspirador.



			Pero también es importante recordar que, en un país profundamente religioso y católico en su mayoría, Claudia Sheinbaum es una mujer divorciada, que crio a un hijo de un matrimonio previo con Carlos Imaz, su primer esposo. Además, es de origen europeo y judía. Es muy interesante que un movimiento que ha hecho del identitarismo mexicano uno de sus principales ejes y que va por la vida castigando a sus élites (acusándolas de extranjerizantes y clasistas), vuelva hoy a Claudia la persona que 36 millones eligieron presidenta. No podrán, los que vociferan contra las clases medias acomodadas y con trayectorias científicas y doctorados en los Estados Unidos, seguir usando el estribillo que con tanta rentabilidad usó AMLO, quien con su habitual dureza construyó una narrativa hostil y turbia sobre el mérito y la formación académica. El que termina fue un sexenio que estigmatizó la ciencia y persiguió a científicos, que vapuleó a la UNAM y repitió un discurso panglossiano de que “vivíamos en el mejor de los mundos” en los tiempos estelares de la 4T. 



			La narrativa fue tan exitosa que la presidenta electa se montó durante su campaña en la idea de que teníamos que seguir construyendo “el mejor país del mundo”. Hay varias interpretaciones para explicar el arrollador triunfo de Sheinbaum, las cuales tienen que ver con virtudes propias y debilidades ajenas. Nunca había existido en el país una oposición tan fragmentada, limitada y mezquina como en los tiempos que corren. López Obrador se benefició durante su sexenio de una oposición incompetente y desacreditada. Y como apuntábamos, se encargó de minarla, corromperla y deslegitimarla. Claudia Sheinbaum compitió en una elección que (como demostró el encuestador Jorge Buendía) nunca fue cerrada y que tuvo una oposición disfuncional e invertebrada. Cuando, con el apoyo de la sociedad, se logró presentar una candidatura ajena a los modos tradicionales del PAN y el PRI, AMLO se dedicó a sabotear el proyecto de la ingeniera Gálvez, reforzando, de manera inicua (e ilegal), sus negativos. Nunca la trató como una opositora que compitiera con legitimidad por un cargo, de igual manera que una selección de futbol se enfrenta a la otra siguiendo reglas, animada por el fair play, jugar lo mejor posible, sino que la veía como una rival a destruir. En la retórica de la polarización que este sexenio ha impulsado como doctrina oficial, solo se es decente si se participa en su movimiento; solo se es honrado si te postula el partidazo; solo eres un patriota si apoyas las tesis oficiales y solo se hace política en Morena. El resto es politiquería, indecencia, corrupción, intereses creados y complicidad.



			Xóchitl Gálvez intentó, por muchas vías, cambiar el campo opositor por un discurso más ciudadano, pero nunca estableció una frontera clara con los liderazgos de los partidos que terminaron llevándose su candidatura al fondo del mar. 



			El triunfo de Claudia Sheinbaum abre una nueva ventana para proyectar una imagen diferente del país. La prensa extranjera, que había publicado artículos muy duros sobre la situación de seguridad en el país, en los días previos a la elección de junio, una vez que Claudia Sheinbaum ganara los comicios, desplegó una cobertura novedosa y en muchos sentidos benéfica. El País, por ejemplo, publicó un perfil muy amplio y favorable de la nueva presidenta llamándola “el poder tranquilo”, en contraste con las turbulencias del sexenio que termina. El texto de Zedryk Raziel (2024), uno de los reporteros más calificados de ese diario, insistía en que Sheinbaum es una mujer que toma decisiones basadas en datos, que tiende a ser muy analítica, que pondera con sagacidad las distintas opciones y tiende a ser firme en sus decisiones. El perfil es interesante, pues no hay demasiados documentos biográficos ni personales de la presidenta. Es claro que las fuentes consultadas no son neutras: José Merino, Renata Turrent y Arturo Chávez dan una visión edulcorada de sus disposiciones anímicas y sus métodos de trabajo, su compromiso, su dedicación y esmero para desplegar su actividad como mandataria.



			A pesar de ser una figura política, con 24 años de actividad en el firmamento político, particularmente capitalino, hay muchos rasgos de su biografía que son poco conocidos. Esto tal vez porque en la capital la política local tiende a ser poco valorada por la prensa nacional y los analistas políticos la consideran una suerte de segundo nivel o, también, porque buena parte de su carrera la ha hecho al lado de la figura tutelar de López Obrador, que se encarga, en todos los casos, de opacar las trayectorias de sus colaboradores. En las distintas posiciones que ocupó Claudia, el centro de atención siempre ha sido él, como sugiere el guion de la política patriarcal más clásica. Ahora, en principio, no habrá “él” y le toca a ella escribir un nuevo capítulo en primera persona.



			Claudia Sheinbaum fue una estudiante comprometida políticamente, como lo recuerdan sus biógrafos y lo ha repetido ella en un interesante documental biográfico que, durante la campaña, subió a su página (Sheinbaum, 2023). Su paso por el Consejo Estudiantil Universitario (CEU) marcó su trayectoria universitaria hasta el punto de que sigue siendo un referente vital en todas las reconstrucciones que hace de su vida, así como en entrevistas y testimoniales.



			Otro elemento relevante para entender su formación política es la incorporación de la lucha de 1968 a su imaginario personal, más como parte de una tradición familiar que como una vivencia, pues la presidenta tenía 6 años cuando ocurrieron la revuelta estudiantil y la represión gubernamental. Claudia Sheinbaum reivindica a Raúl Álvarez Garín como una figura germinal. Por supuesto, parece más un tributo familiar que propiamente un elemento contextual de su biografía política, que se ha desarrollado casi enteramente a la sombra de López Obrador. Pero su contexto político y familiar estuvieron marcados en aquellos primeros años de su vida por un magnetismo que impregnó a toda la comunidad universitaria. Sintió que en el entorno se registraba una enorme sacudida de conciencia, que no solo impactaba a la UNAM, sino a toda la Ciudad de México. El ogro filantrópico mostraba que, además de edificar universidades y jactarse de ser un país de refugio para judíos y españoles, tenía también un aliento sulfuroso que incluía la represión y la persecución. El castigo a los estudiantes y profesores del 68 tal vez no tuvo la crudeza ni la radicalidad de la represión de movimientos guerrilleros y campesinos en Guerrero y Morelos, pues aquí no estaban reprimiendo a campesinos guerrerenses, con los que no tuvieron ningún tipo de complacencia, sino a profesores y estudiantes; muchos de ellos mestizos y blancos, pero el impacto fue feroz y mucha gente connotada terminó en Lecumberri, apellido vasco que en México ha quedado asociado con el abuso del Estado.



			No es extraño que una niña capitalina, de clase media alta y origen judío-europeo, se formara en una cultura de izquierda universitaria, muy marcada por las ondas expansivas de la noche de Tlatelolco. Su origen familiar es también de interés para entender su visión del mundo. En la convención bancaria de Acapulco, en 2024, tuve ocasión de entrevistarla y preguntarle sobre sus influencias intelectuales y me citó el caso del doctor Amulya Reddy que, entre otras contribuciones, ayudó a la consolidación del paradigma del desarrollo sustentable.



			Los judíos de origen europeo que viven en México no siempre han tenido una acogida cálida. Margo Glanz recuerda los agravios que sus parientes recibían, incluso en el transporte público, pero con el tiempo algunas asperezas se fueron limando y la



			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			


			








			



			Epílogo



			Después de la batalla… piensa en mí



			Una vez concluido el proceso electoral más grande y significativo de la vida democrática del país y reveladas las preferencias electorales, comenzaron a surgir diversas interpretaciones respecto a la mayoría obtenida por el partido oficial y sus implicaciones para mantener el sano equilibrio de los poderes. Frente al hecho de que el voto oculto se reservó para el grupo gobernante, y con ello el control del Congreso de la Unión de la administración entrante, generó incertidumbre sobre las iniciativas presidenciales que impulsará la nueva legislatura.



			La incertidumbre se extendió en las semanas siguientes a la elección ante los tiempos de inicio de sesiones de la nueva legislatura y de la nueva administración, que dejaron una ventana de un mes (septiembre) para que el presidente López Obrador relanzara sus iniciativas rechazadas, incluso, sin dejar margen a la nueva titular del Ejecutivo federal para perfilar las reformas que requerirá su plan de gobierno.



			Por las características mismas de algunas iniciativas se generaron expectativas de cambios que afectarían las reglas del juego en el ámbito económico. La incertidumbre y volatilidad no se hicieron esperar. Al día siguiente de la elección, indicadores relevantes como el tipo de cambio y el índice de precios de la Bolsa Mexicana de Valores fueron objeto de movimientos especulativos, donde el precio del dólar (FIX) aumentó 3.6% (Banco de México, 2024b) y el IPC cayó 6.1% (Banco de México, 2024a).



			En efecto, el presidente López Obrador anunció un renovado impulso para obtener la aprobación de sus reformas, lo que agudizó la volatilidad de los mercados financieros. En una maniobra para calmar a los mercados, el presidente en funciones y la electa anunciaron de manera conjunta su acuerdo para retomar el avance de un grupo de las iniciativas, bajo una modalidad que permitiera transitar por un proceso de consulta en esquemas de parlamento abierto, aunque queda la duda de cómo manejarán las mayorías legislativas el proceso, pues de todos modos puede quedar sin cambios la iniciativa presidencial. Asimismo, se adelantaron los anuncios sobre algunas de las ratificaciones y nuevos nombramientos en el área económica, así como seis reformas prioritarias para la nueva administración.



			REFORMAS E INCERTIDUMBRE



			Previo al proceso electoral, el presidente envió iniciativas legislativas con el fin de moldear una estructura de gobierno que centralizara las decisiones y modificara la operación de la seguridad social, entre otras. El 5 de febrero de 2024 el presidente López Obrador presentó 20 iniciativas de reforma, 18 constitucionales y dos legales (Cámara de Diputados, 2024):

			
					Derecho a la alimentación, medio ambiente sano y derecho al agua.

					Protección y cuidado animal.

					La Guardia Nacional.

					Protección a la salud por el uso de sustancias tóxicas.

					Materia penal.

					Pueblos y comunidades indígenas y afromexicanos.

					Materia de bienestar.

					Austeridad republicana y remuneraciones de las personas servidoras públicas.

					En materia de salarios.

					Atención médica integral, universal y gratuita.

					Materia electoral.

					Pensiones.

					Vías férreas para trenes de pasajeros.

					Industrias estratégicas del Estado: convertir a la Comisión Federal de Electricidad (CFE) en empresa pública.

					Reforma al Poder Judicial.

					Creación de un sistema de vivienda para las personas trabajadoras.

					Capacitación para el trabajo.

					Reducción de recargos por cuotas y aportaciones no enteradas al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE).

					Reforma constitucional en materia de simplificación orgánica.

					Reforma a ordenamientos para la simplificación orgánica.

			

			Ocho de estas reformas impactan directamente a la gestión de las finanzas públicas e inciden en la economía, el empleo y la seguridad social. No obstante, la más crítica es la reforma al Poder Judicial de la Federación, pues tiene un impacto significativo en la estructura de contrapesos institucionales que obliga a los otros poderes, el Ejecutivo y el Legislativo, a cumplir estrictamente con el mandato constitucional y salvaguardar los derechos humanos. Prácticamente, al mismo tiempo, en las primeras semanas posteriores a la elección, se publicaron las reformas a la Ley de Amparo (DOF, 2024a) y a la Ley de Amnistía (DOF, 2024b), anulando, en el primer caso, la capacidad del amparo para frenar y revisar decisiones de gobierno que pudiesen afectar los derechos de la población o violaran la Constitución. Es en este contexto que la incertidumbre económica se agudizó ante la percepción de que las decisiones del Ejecutivo federal no tendrán freno ni contrapeso, así se trate de afectaciones a los derechos consagrados en la Constitución.



			La iniciativa de reforma al Poder Judicial fue finalmente aprobada el 11 de septiembre de 2024, pese a las manifestaciones de diversos sectores en contra de ella. Tanto trabajadores del Poder Judicial, como estudiantes, maestros y especialistas de diversas escuelas de leyes, como una parte importante de la sociedad expresaron su rechazo al tipo de reforma propuesta, pero no a la necesidad de mejorar su desempeño. La propia Suprema Corte de Justicia de la Federación planteó una alternativa diferente en la idea de preservar la separación y el equilibrio entre poderes como los contrapesos necesarios en toda organización democrática.



			Sin embargo, de acuerdo con lo publicado por diversos medios, utilizando todo tipo de presiones y ofertas económicas y/o de impunidad (Raziel, 2024; Saldierna, 2024; Páez, 2024) Morena y sus aliados obtuvieron la mayoría necesaria en las Cámaras de Diputados y de Senadores para sacar adelante la iniciativa presidencial. Finalmente, en un acto simbólico difundido por medios electrónicos el C. Presidente, acompañado por su sucesora, firmó el decreto correspondiente el 15 de septiembre. Con ello, se modifica la organización del gobierno y se rompe el equilibrio de poderes, además de dar paso a una abierta politización e intromisión de las organizaciones políticas en la impartición de justicia y se elimina la carrera judicial.



			La reforma al Poder Judicial modificó diversos artículos de la Constitución que llevarán a la revisión de diversas leyes secundarias para “incorporar mecanismos que permitan a la ciudadanía participar activamente en los procesos de elección de las Ministras y Ministros de la SCJN, Magistradas y Magistrados de Circuito, las Juezas y Jueces de Distrito y las Magistradas y Magistrados del Tribunal Electoral” (Cámara de Diputados, 2024); así que plantea:

			
					Elección de ministros, magistrados y jueces por voto popular.

					Propone reducir de 11 a 9 el número de ministros de la SCJN.

					Eliminar las dos Salas de la Corte.

					Las vacantes a cubrir en los órganos jurisdiccionales sustantivos del Poder Judicial serán sometidas al voto ciudadano el día de la jornada electoral junto con los demás cargos de elección popular.

					El Poder Ejecutivo postulará 10 candidaturas; el Poder Legislativo postulará hasta cinco personas por cada Cámara, y la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) postulará hasta 10 candidaturas.

					Propuesta de sustitución del Consejo de la Judicatura Federal por un nuevo órgano de administración judicial dotado de independencia y autonomía técnica, separado funcional y orgánicamente de la SCJN.

					Creación de un Tribunal de Disciplina Judicial a cargo de la evaluación de los jueces.

					Separación de la función jurisdiccional de las tareas estrictamente administrativas.

					Cambios en los periodos de designación de los encargos de las magistradas y los magistrados de circuito, así como las juezas y los jueces de distrito, por un periodo de nueve años.

					Periodos de designación de 12 años para las ministras y ministros de la SCJN.

					Reducción de votos necesarios para la aprobación de las sentencias dictadas por el Pleno de la Corte (de ocho a seis para obtener la mayoría).

			

			Desde la presentación de la iniciativa de reforma se advirtió que traería efectos negativos en las perspectivas económicas y la dinámica de la inversión. El clima de incertidumbre generado se expresó en el incremento del tipo de cambio que en unas cuantas semanas pasó de un nivel inferior a los 17 pesos por dólar a otro de 20 pesos por dólar. La postura de calificadoras que miden el riesgo del país fue advertir sobre una posible reducción de la calidad crediticia y los impactos negativos en la inversión. Por su parte, los socios del TMEC igualmente señalaron que el tipo de reforma afectaría el tratado comercial (que tiene rango constitucional) obligando a la revisión puntual de los compromisos establecidos.



			Estos hechos marcan un nuevo punto de partida para la propuesta económica de la administración entrante. Entre la situación de las finanzas públicas, las nuevas propuestas de gobierno, la revisión de las relaciones comerciales y la incertidumbre que la reforma agrega al relevo sexenal, el nuevo gobierno queda con escaso margen de maniobra para impulsar su programa de gobierno y garantizar condiciones para un mayor crecimiento económico.



			En el paquete de cambios legislativos se incluye también la reforma electoral orientada a “ampliar la representatividad y garantizar la pluralidad, en los poderes públicos, insertar el principio de austeridad en el sistema electoral y de partidos, facilitar el ejercicio de los mecanismos de participación ciudadana en la vida pública, fortalecer a los órganos administrativo y jurisdiccional en materia electoral, y homologar los procesos electorales locales y el método de representación” (Cámara de Diputados, 2024), por lo que propone:

			
					Reducción a la mitad del financiamiento público a los partidos políticos respecto de sus actividades ordinarias, se pretende lo mismo con el gasto en campañas durante la contienda electoral.

					Supresión del Instituto Nacional Electoral (INE) para crear en su lugar el Instituto Nacional de Elecciones y Consultas (INEC), que sería la única autoridad administrativa electoral en el país.

					Eliminación de 200 diputados federales plurinominales y 64 senadores, para ambos casos debe haber al menos dos electos por entidad federativa bajo el principio de mayoría relativa, esto también aplicará para la elección de diputados locales en las entidades federativas.

					Fortalecimiento del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF).

					Elección popular de las personas que integrarán la Sala Superior del TEPJF y del Consejo General del INEC. Los cargos serán ocupados por un periodo improrrogable de seis años. Las candidaturas serán presentadas por el Congreso de la Unión, la SCJN y el Ejecutivo federal.

					Otorgar rango constitucional a la garantía del uso de las tecnologías de la información y comunicación para facilitar la participación ciudadana en las elecciones, consultas populares y consultas de revocación de mandato.

					Reducción de la participación requerida de 40% a 30% para que sus resultados sean vinculatorios ante los poderes Legislativo y Ejecutivo federales.

			

			Con las modificaciones en la institucionalidad electoral y la eliminación de legisladores plurinominales nuevamente la lectura fue la afectación en la participación de minorías y el control presidencial absoluto sobre legisladores y jueces. De igual modo, la discusión posterior a la elección respecto a la “sobrerrepresentación” que tendrá la coalición electoral ganadora, también abonó a la preocupación por la concentración del poder y la eliminación de contrapesos.



			En el caso de la Cámara de Diputados el resultado electoral otorga un peso de 54% para el partido Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) y sus aliados y 46% para las otras fuerzas políticas, lo que parecería un resultado balanceado; sin embargo, es probable que el oficialismo cuente con 75-80% de las curules de la cámara baja, en tanto que en los mejores años de la hegemonía del Partido Revolucionario Institucional (PRI) el porcentaje más alto registró niveles de 60%. Se trata de una distorsión abrupta de la representación, consecuencia del manejo de una normatividad que no refleja la realidad política de los partidos y las coaliciones de 2024 (Ugalde, 2024).



			Esta distorsión representa un retroceso, pues elimina los avances registrados con la reforma de 1996 que impactó cuatro procesos electorales y que modificó la composición del Congreso, estableció un procedimiento único para el registro como partido político nacional, mejoró las condiciones de equidad en la contienda político-electoral, amplió las posibilidades legales para formar coaliciones electorales, modificó el régimen político-electoral del entonces Distrito Federal y reformó al Instituto Federal Electoral (IFE) (García, 2011).



			Este ha sido el tema más delicado, ya que se trata de un gran cambio en el Estado de derecho, en los equilibrios de poder, en los instrumentos legales y las garantías para dirimir asuntos entre sociedad, personas, organizaciones y el gobierno. Por eso la incertidumbre generada.



			En esta situación de control presidencial del Legislativo, que fractura y reduce la representación de los partidos políticos minoritarios, se agrega el futuro proceso de revocación de mandato, que se realizará bajo el control de un nuevo órgano electoral y de consulta que, en las condiciones actuales, semeja un acotamiento, control o amenaza de guillotina sobre la titular del Ejecutivo federal si no conduce su gobierno en determinada dirección.



			Lo mismo ocurre con la reforma constitucional en materia de simplificación orgánica, que nos es otra cosa más que la eliminación de organismos autónomos, la cual tiene el propósito de reincorporar a la esfera de la Administración Pública Federal centralizada las funciones otorgadas a los organismos constitucionalmente autónomos, órganos reguladores coordinados en materia energética y otros descentralizados. Se propone la eliminación de las comisiones e institutos autónomos siguientes:

			
					Comisión Federal de Competencia Económica (Cofece).

					Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT).

					Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI).

					Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval).

					Comisión Reguladora de Energía (CRE).

					Comisión Nacional de Hidrocarburos (CNH).

					Comisión Nacional para la Mejora Continua de la Educación (Mejoredu).

			

			Cabe señalar que la creación de estos organismos autónomos (incluyendo Mejoredu, creada por la administración saliente), se apoyó en el hecho de que las autoridades no cumplían cabalmente con la labor de promoción y regulación de determinadas actividades económicas y que estaban sujetas a mecanismos verticales de presión o de intereses económicos, además de la evidencia sobre la discrecionalidad en sus decisiones. En una etapa de creciente demanda ciudadana, se buscaron opciones autónomas para atender las problemáticas que se iban complicando dadas las tendencias tecnológicas y las demandas sociales de transparencia, rendición de cuentas y evaluación de las políticas públicas.



			De ahí que se concibiera la creación de organismos autónomos para que las directrices de gobierno fueran revisadas, modificadas y controladas por este otro tipo de instancias independientes de gobierno. En materia de transparencia y rendición de cuentas, destacan el Coneval y el INAI. Ahora la iniciativa propuso desaparecerlas y transferir sus funciones a dependencias federales del Ejecutivo federal, arguyendo altos costos y operación al servicio de intereses particulares. Sin embargo, su presupuesto en 2024 no fue más que de 5 075 millones de pesos y el supuesto ahorro será menor si sus funciones de todas maneras serán ejercidas por la administración central.



			Cabe señalar que los entes públicos autónomos que al parecer no se tocarán son el Banco de México y el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), con lo cual se puede mantener un cierto margen de certidumbre monetaria y la confiabilidad de las estadísticas oficiales.



			En el mismo sentido, se propone racionalizar la estructura orgánica de la Administración Pública Federal (APF), con lo cual se busca suprimir o fusionar entes públicos cuyas funciones se dupliquen; así, se espera fusionar, extinguir o integrar 16 órganos desconcentrados, organismos descentralizados, o unidades administrativas, y la transferencia de sus funciones hacia secretarías de Estado.



			Otra reforma que afecta a todos los poderes y órdenes de gobierno es la relativa la austeridad republicana y las remuneraciones de las personas servidoras públicas, pues lleva a rango constitucional el mandato del decreto presidencial (Poder Ejecutivo) que (im)pone los límites a las remuneraciones de todo el servicio público (DOF, 2020), pese a la autonomía e igualdad existente entre los poderes de la Unión y a la soberanía de las entidades federativas y la autonomía de diversos entes públicos.



			En materia de empleo y salarios se busca establecer que el aumento anual de los salarios mínimos no sea inferior a la inflación anual observada y que determinados empleados públicos de los sectores educativos, salud y fuerzas armadas perciban un salario que no sea inferior al salario promedio registrado ante el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS). Igualmente se establece la obligatoriedad del Estado para otorgar un apoyo económico mensual equivalente al menos a un salario mínimo general vigente a jóvenes entre 18 y 29 años que se encuentren en desocupación laboral y fuera del sistema educativo, con el fin de que se capaciten para el trabajo por un periodo de hasta 12 meses.



			En materia de bienestar, el paquete de reformas se orienta a garantizar la pensión para adultos mayores y la atención para personas con discapacidad; brindar seguro a campesinos que cultivan sus tierras; evitar prácticas que dañen el medio ambiente y la salud de la población, por lo que el maíz para consumo humano debe estar libre de modificaciones genéticas, como las transgénicas; garantizar el derecho de acceso al agua para consumo personal y uso doméstico; no otorgar concesiones a particulares en zonas con baja disponibilidad de agua y prohibir la extracción de hidrocarburos líquidos y gaseosos a través del fracking o fracturamiento hidráulico.



			En materia de salud y vivienda se busca garantizar la atención médica, integral, universal y gratuita, incluyendo estudios médicos, intervenciones quirúrgicas y medicamentos, así como convertir el sistema de financiamiento del Infonavit en un sistema de vivienda para todas las personas trabajadoras sujetas al régimen del apartado A del artículo 123 constitucional.



			Otra iniciativa que busca ser el “rostro amable” de las iniciativas presidenciales enviadas es la relativa a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanos que busca reconocerlos como sujetos de derecho público; obligar a las instituciones jurisdiccionales a que garanticen el derecho de las personas indígenas a ser asistidas y asesoradas por personas intérpretes, traductoras, defensoras y peritas especializadas en derechos indígenas; reafirmar su derecho a ser consultados, y a recibir un beneficio cuando particulares obtengan algún lucro por actos administrativos que se expidan a su favor.



			En materia de infraestructura se propone recuperar la relevancia del servicio de transporte ferroviario de pasajeros, con el objeto de “generar bienestar social en el país, a través de la creación de fuentes de empleo y la mejora de la movilidad de personas, […] e incentivar la creación de infraestructura férrea para reactivar la economía de zonas geográficas como el sur-sureste y centro del país”. En el mismo sentido, como industria estratégica del Estado se plantea devolver a la Comisión Federal de Electricidad su carácter de empresa pública estratégica, contar con un sistema eléctrico nacional y preservar la seguridad y autosuficiencia energética de la nación y proveer la electricidad al menor precio posible, evitando el lucro. En ambos casos se redefinirán las reglas y condiciones para la participación privada (Cámara de Diputados, 2024).



			La reforma al Sistema de Pensiones fue publicada en el DOF el 1 de mayo de 2024, dando paso a la creación del Fondo de Pensiones para el Bienestar, con el objetivo de complementar las pensiones de los trabajadores afiliados al IMSS y al ISSSTE que comenzaron a cotizar desde julio de 1997 y se jubilen a partir de los 65 años bajo el sistema de las Afore; se trata con ello de garantizar una pensión mínima equivalente al salario promedio del IMSS.



			Esta reforma complementa a la de 2021, la cual consistió en incrementar la aportación patronal de 5% a 13% de manera paulatina, estableció un tope a la comisión de las Afore y disminuyó las semanas de cotización. Por otro lado, el presidente López Obrador acordó con la Coordinadora Nacional de los Trabajadores de la Educación (CNTE) presentar una serie de reformas para modificar los requisitos para la jubilación y mejorar los beneficios que reciben (El Universal, 2024).



			En general y entre otras reformas, este entramando legal modifica las obligaciones del Estado y sus órganos de gobierno y establece nuevos retos. Al mismo tiempo, implica un nuevo escenario para la participación de los sectores económicos y sociales en la vida política y económica del país. No obstante, la herencia presidencial y una plena disposición de concretar iniciativas del presidente saliente acota la definición del programa de gobierno de la administración entrante. Después de la elección, las giras conjuntas de los presidentes (uno en funciones, otra electa), más que una idea de continuidad de un proyecto, parecen un mensaje de “no me olvides, aquí estoy, piensa en mí” y reflejan una posición de debilidad del gobierno entrante, con márgenes de decisión acotados y lealtades que no parecen asumir el cambio en el “bastón de mando”.



			El legado legislativo, por más consenso que pueda tener con él la administración entrante, acota la toma de decisiones y el perfil del nuevo gobierno. La presidenta electa ha señalado como prioritarias seis reformas: tres de ella (el programa de apoyo a mujeres de 60 a 64 años, el programa de becas para estudiantes de educación pública básica y la no reelección de puestos elegidos por voto popular) y tres ya planteadas por el presidente López Obrador: el respeto y reconocimiento a los pueblos indígenas y afromexicanos; la reforma a la Ley del ISSSTE y sus pensiones, y la reforma al Poder Judicial. Igualmente, ratificó que en materia de seguridad la Guardia Nacional pasaría a depender de la Secretaría de la Defensa Nacional, tal como lo intentó el presidente López Obrador. Esto indica que en la ventana de septiembre se podrían aprobar varias reformas, donde los programas nuevos de mujeres de 60-64 años y estudiantes de educación pública básica deberán tener sus partidas presupuestales, así como sus reglas de operación.



			MAL COMIENZA LA SEMANA PARA EL QUE AHORCAN EL LUNES



			El inicio de la administración que desde su perspectiva toma en sus manos “al mejor país del mundo”, enfrenta retos coyunturales y de largo plazo. En lo inmediato se presenta la aprobación de iniciativas presidenciales heredadas que, siguiendo a otras previas, modifican las capacidades de los poderes de la Unión, la relación entre ellos, así como el equilibrio entre poderes, privilegiando al Ejecutivo federal. Al mismo tiempo se pretende avanzar en la desaparición de organismos autónomos y acotar funciones de los que queden.



			De ahí que esta afectación al Estado de derecho, al impactar las reglas del juego para los actores sociales y económicos, así como los derechos de las personas, haya generado un entorno de incertidumbre que de inmediato se vio reflejado en las reacciones de los mercados financieros. No es una cosa menor, puesto que al percibirse que no hay garantías para la inversión, ni mecanismos legales de defensa, los inversionistas pueden migrar. Un ejemplo de la salida de capital es el hecho de que desde su punto máximo alcanzado el 8 de febrero de 2019 al 17 de junio de 2024 la tenencia de valores gubernamentales por residentes en el extranjero disminuyó 527 187 mdp, lo que representa 23% del total registrado en su punto máximo. En junio, entre los días 12 y 17, se presentó una disminución de 42 192 millones de pesos (Banco de México, 2024c).



			A diferencia del periodo poselectoral sexenal anterior, hoy se presentó una transición presidencial atípica, donde el que se va se aferra a la “puerta de salida”, pues deja una ruta de gobierno apegada a su visión personal con iniciativas, leyes y reformas que no se desprenden de una deliberación pública o de una determinada responsabilidad institucional, y plantea un paradójico inicio de gobierno, puesto que si bien tiene un respaldo mayoritario se encuentra acotado y sin márgenes amplios de decisión.



			Al mismo tiempo, la situación del crecimiento del déficit público (-5.0% del balance presupuestal con inversión y de 5.9% de los requerimientos financieros del sector público) para el ejercicio fiscal 2024 obliga al nuevo gobierno a plantear el regreso a niveles de alrededor de tres puntos del producto interno bruto (PIB). Sin embargo, los compromisos de gasto heredados, como los de campaña (las becas a mujeres de entre 60 y 64 años y a los alumnos de educación básica registrados en escuelas públicas absorberían recursos por 52 mil millones de pesos en el primer año del gobierno), fijan un piso muy alto de gasto, mientras que no hay visos de al menos iniciar una discusión sobre una nueva reforma fiscal.



			Al respecto, la presidenta electa, Claudia Sheinbaum, ha reiterado su compromiso con la salud financiera del sector público, esto es, equilibrio relativo entre ingresos y gastos con la reducción del déficit público, contención y nulo crecimiento de la deuda. Igualmente, hizo público su compromiso de impulsar una política deliberada de prosperidad compartida y el desarrollo de las energías renovables. Sin embargo, no es claro cómo se financiarán los nuevos programas si no hay un incremento del ingreso o un mayor endeudamiento, las alternativas que quedan son una reforma hacendaria o un recorte y reasignación del gasto, aunque el estado de las finanzas públicas no deja margen para continuar achicando a las dependencias públicas federales.



			El crecimiento de la economía es un factor adicional. El PIB pierde dinamismo desde 2023, la expectativa del nearshoring ha sido positiva pero mal aprovechada, la perspectiva de la inversión se verá afectada por la revisión obligada del T-MEC, cuando aún se mantienen sin resolver polémicas sobre la inversión en energía y el uso de transgénicos en la agricultura. A ello habrá que agregar el proceso electoral en Estados Unidos, el cual traerá una carga antimexicana y los temas de combate a la producción y tráfico de drogas, así como el delicado tema de la contención de la migración.



			Cabe señalar que la presidenta electa se mostró sensible a los temas de la relación trilateral y estableció conversaciones con la vicepresidenta de Estados Unidos, Kamala Harris. Ambas reconocieron la necesidad de afianzar la relación entre ambas naciones para “abordar las causas fundamentales de la migración, fortalecer los lazos comerciales y el crecimiento económico”, así como del combate al tráfico de personas, drogas ilícitas y armas de fuego. Igualmente, conversó informal y cordialmente con Sherwood-Randall, asesora del presidente Joe Biden. En el mismo sentido sostuvo una reunión con Melanie Yoli, ministra de Asuntos Internacionales de Canadá, para discutir la renegociación futura y las relaciones comerciales entre ambos países.



			Este “mejor país” también seguirá enfrentando el deterioro de los sistemas educativo y de salud, como la necesidad de estabilizar y relanzar a las empresas públicas y emblemáticas del sector de la energía, con un Pemex que produce menos y cuesta más y una CFE que se va apagando entre cortes de energía, cambios de voltaje y reducción de sus capacidades.



			Frente a estos retos y la coyuntura de la transición, se encuentra la definición de los mecanismos con los que habrán de concretarse propuestas de campaña de la presidenta Claudia Sheinbaum (2024) como son:

			
					Mantener la austeridad republicana, la disciplina financiera y fiscal.

					Garantizar la autonomía del Banco de México y el equilibrio razonable entre deuda y producto interno bruto.

					Eliminar la condonación de impuestos a grandes contribuyentes y continuar con el combate a la evasión fiscal.

					No habrá gasolinazos, aumento a las tarifas eléctricas, ni en los precios del gas doméstico por encima de la inflación.

					Garantizar que los programas sociales lleguen a las personas que los necesitan, mediante una estrategia de monitoreo, revisión y fiscalización de los padrones de beneficiarios de los programas.

					Mantener un manejo eficaz y eficiente del presupuesto del país, enfocándolo a garantizar derechos mediante la inversión pública, el fortalecimiento de los programas sociales y de la economía social.

					Continuar fortaleciendo el gasto y la inversión en la política social para la erradicación de la pobreza y la desigualdad.

					Sin comprometer las finanzas públicas, será prioritaria la reducción de la pobreza externa multidimensional por debajo del 2% poblacional.

			

			En este contexto, aun con el conjunto de propuestas realizadas, no se aprecia el cambio en el modelo económico que se prometió, ni una visión de la economía a largo plazo que renueve capacidades productivas que contribuyan una mejor distribución de la riqueza. El reto es grande cuando, además, el modelo de política social cambió, pero se sujetó a privilegiar las transferencias monetarias a determinados grupos de población, regresando a un asistencialismo y dejando de lado la promoción del desarrollo de capacidades y habilidades de territorios y de las personas y comunidades.



			Al parecer el primer tramo de gobierno navegará en un contexto de incertidumbre y volatilidad que, más allá de la inestabilidad que conlleva todo cambio de gobierno, estará marcada por las reacciones de los mercados financieros ante las decisiones que se vayan tomando. El anuncio previo a la toma de posesión de integrantes del gabinete y la renegociación de la deuda externa a pagar en 2025 demuestra la preocupación del nuevo gobierno por mandar señales de confianza y ganar márgenes de estabilidad. Pese al respaldo obtenido en las urnas, el manejo de las reformas y la manera como se aborde la problemática de las finanzas públicas determinará la marcha de la economía y con ella de los ingresos públicos.



			La necesidad de sanear las finanzas públicas reduciendo a niveles sostenibles el déficit debería propiciar una renovada discusión sobre la necesidad y tipo de reforma hacendaria. Discutir los ingresos, el gasto y la deuda, e incluso la coordinación fiscal, permitiría encontrar las fuentes de ingreso que requieren los compromisos del gobierno entrante. Sin embargo, hay que advertir que el hecho de recaudar más para hacer viables programas de transferencias monetarias a diversos segmentos de la población no conduce necesariamente al cumplimiento de objetivos de desarrollo, transformación estructural y mejores condiciones para abatir consistentemente la pobreza y la desigualdad. Solo articulando una política de acuerdos incluyente que tenga como objetivo alcanzar la triada derechos, democracia y desarrollo se podrá definir una política económica y fiscal socialmente responsable comprometida con la justicia social y una verdadera política social económica y financieramente viable. Pero únicamente con habilidad y voluntad política gubernamental se podrá definir una nueva ruta de desarrollo con equidad.



			Por otra parte, no se observa la construcción de una ruta que modifique el modelo económico ni una inserción ventajosa en la dinámica de cambios de la inversión productiva internacional como lo es la relocalización de empresas. Lo que cambió, y al parecer seguirá, es la concepción de la política social como una simple mejoría del ingreso a través de las transferencias y el incremento a los salarios mínimos, los cuales son condición necesaria pero no suficiente para moldear una sociedad menos desigual.



			El reto es grande pero el renovado poder presidencial también. Queda por ver si en esta ocasión sí habrá la voluntad para generar consensos y acuerdos a favor de una ruta de desarrollo que sea democrática, incluyente, sostenible y sustentable, donde quepan todos.
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